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Creo que la verdadera democracia está en las instituciones, no en la 
forma de gobierno; y si bien es cierto que la democracia es la negación de 
la Monarquía, no lo es menos que los Reyes han tenido que transigir antes 
de hoy y tendrán que transigir sucesivamente con los Poderes populares, 
hasta que llegue la hora de su postrer agonia. 

B ERTEMATI, OSCC, 30 de noviembre de 1854 

Cuando estas cosas se discuten, están heridas de muerte, no pueden 
durar mucho tiempo; la discusión las mata. 

OREN SE, OSCC, 30 de noviembre de 1854 

Elll de agosto de 1854 se convocaron Cortes Constituyentes que se reunieron en 
ooviembre. Esta vez no había dudas sobre su misión, como en 1836, ni serían Cortes 
mlinarias, como en 1844. 

Es el primer debate constituyente en España en el que se discute sobre la forma 
de gobierno, donde empieza a ser posible la alternativa republicana. La razón nos la 
da el demócrata Gil Sanz el 23 de enero de 1855: «El Trono fue colocado por ante­
mural de pasiones bastardas, púsose le enfrente del pueblo, ¿y qué extraño es que el 

I Este trabajo se inserta en el Proyecto de investigación realizado dentro del programa «Ramón y Cajal» 
CI Ministerio de Educación y Ciencia, fmanciado en 2005-2006 por la Comunidad Autónoma de Madrid 
~'HSElO234/2004). 
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amor de ese pueblo se entibiase? / ( ... ) La historia contemporánea presenta a nuesIIJ 
consideración elocuentes ejemplos. El año 40 hubo un pronunciamiento, y nadie ere­
yó posible ni pensó siquiera en nada que perjudicase al Trono, a la dinastía. / ( .. . )Ea 
el año 43 tampoco sufrieron ningúriataque"'@Sos objetos; tampoco existía partidoQlZ 
se ocupase de la cuestión monárquica. Desde entonces acá ese partido ha ido ere­
ciendo. ¿Quiénes han sido los que le han hecho crecer ( ... ) los predicadores de esa 
doctrina? Han sido los mismos que con tanto entusiasmo hablaban del Trono», pora 
«despotismo hipócrita» de los once años pasados «que se cubría con la máscara de 11 

régimen constitucional»2. 
Fernando Garrido había escrito un panfleto en el que decía que había llegado la 

hora de enterrar la monarquía, que ya estaba muerta. El mismo Ríos Rosas había 
redactado en diciembre de 1853 una protesta contra la Reina, tras suspenderse las 
sesiones de las Cortes que derrotaron a Sartorius y tomarse represalias contra 101 
funcionarios que se habían opuesto al gobierno. Pero mantener a Isabel II era el 
medio de controlar la revuelta social que todos temían, y, por otra parte, hacer lIIII 
República sin republicanos, como decía Ribot y Fontseré no era lo más prudente 
estando como estaba todavía vivo el carlism03. El propio Gil Sanz dice que no CRe 

que el camino sea reponer «las formas de las Repúblicas antiguas», pues no se le 
ocurre que las nuevas puedan ser modelo para España -me refiero a la de los Esta­
dos Unidos de Norteamérica-, quizá teniendo en cuenta cómo acabó ese intento 
cuando se llevó a cabo en Francia con la Constitución de 1848, que derivó hacia el 
Segundo Imperio. 

También es el primer debate constituyente en España en el que se piden ya derecllll 
sociales: derecho al trabajo y a la educación primaria general y gratuita, frente a las JlIO' 
puestas estrictamente liberales de la comisión, como explica Heros. Lo hace el Partido 
Demócrata por medio del diputado García Ruiz, que se califica de socialista--contJl. 
rio al comunismo, aclara-, y es la consecuencia directa de la revolución de 1848. PIe­
cisamente, las consecuencias de esta revolución en Francia y su fracaso son abundante­
mente mencionadas en estos momentos; resultaba un ejemplo muy útil para los '" 
querían justificar que la soberanía nacional, sin apellidos, podía ser origen de sistenJI 
antiliberales. Pero también resultó eficaz para los demócratas que argumentaron el 
excesivo peso y poder del ejecutivo como causa de ese fracaso. Si tenemos en cuenII 
que la primera Constitución que recoge los derechos sociales es la mexicana de 1917, 
y en Europa la de Weimar en 1919, vemos que todavía faltaban más de sesenta ara 
hasta que se consiguiera lo que se pedía ya para la futura Constitución espaiioll 
de 18564. Así es que la comisión contesta que la revolución de julio se hizo para CODS­

tituir políticamente de nuevo a la nación pero no para constituirla socialmente; esto 
todavía no parecía estar en el horizonte político. El propio Sancho, para poner un ejemo 

2 «Si se piensa que al debilitar la Monarquía las Cortes del Bienio anticiparon el reino democriicil 
del 69 y, lógicamente la República, se acierta» (D. Sevilla Andrés, «La Constituyente de 1854)) en RevisIa . 
Estudios Políticos, núm. 106, Madrid, 1959, pág. 161). 

3 F. Garrido, Propaganda democrática. El pueblo y el trono, reimpresión, Tarragona, 1855; cfr. Kif, 
nan, La revolución de 1854 en España, Madrid, Aguijar, 1970, págs. 45 y 82-83. 

4 Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes (DSCC), 1854-1856,23 de enero de 1855. GIIda 
Ruiz, Rivero, Castelar, Martos, etc. , ganaron el Ateneo para las ideas democráticas después de 1856: A ~ 
na y Capo, Notas del viaje de mi vida 1861 a 1870 (demócrata), Madrid, 1926, pág. 418. 
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que las Cortes Constituyentes no son omnipotentes, que tienen limitaciones, pre­
la imposibilidad «para hacer una Constitución social»5. 

Mo ARQuíA GADITANA COMO LA REpÚBLICA MÁs LIBRE 

1m liberales vieron en los demócratas el peligro republicano y social. Pero, si éstos 
.1JIlO(:ían como fin «el poder popular o la República», diferenciaron entre ambas, 

el objetivo real «la forma popular con presidencia o sin ella»; así es que no se 
limaron republicanos, diciendo Ordax que «en la región práctica de gobierno ( ... ) como 
Iliputado y representante del país ( ... ) yo no soy republicano», puesto que, a su enten­
.. «la República, señores, es infinitamente inferior a la democracia», tanto como «la 
lima pasajera al principio eterno; como la Monarquía a la Constituyente; como el Rey 
11 Pueblo». La democracia, eso sí, con el tiempo acabará afectando también a la Jefa­
_del Estado, puesto que es «el principio electivo aplicado a todas las esferas de la 
lidagradualmente». Pero se deja bien claro que es una aspiración a largo plazo porque, 
~ ahora, para ser demócrata no es necesario ser republicano». Además, añade, la 
lIJberanía nacional decretó la Monarquía y «yo no puedo ni quiero ser más que lo que 
Itwluntad nacional quiere que sea, es decir, constitucional»6. 

En los planteamientos de los demócratas está muy presente la Constitución de 1812 
'110 que consideran que fue un retroceso con la de 1837. Precisamente acusan a la 
eomisión de basarse mucho más en ésta que en aquélla. La propia comisión reconoce 
.., se parte de esta Constitución, e incluso en el preámbulo del proyecto se dice que se 
Iiguió el mismo orden que en 1837 por ser muy metódico. Pero Heros explica que el 
Ibjetivo es avanzar sobre ambas Constituciones: «adelantar, perfeccionar la Constitu­
_de 1812 y la de 1837>)--7. Otro miembro de la comisión, Lafuente, dice que se 
DlSUitaron, además, la del 45 y las de otros países. Es interesante observar que, pasa­
cb más de cuarenta años de la Constitución de 1812, ésta está muy presente en las dis­
aSones e incluso en las añoranzas de los más avanzados. Por ello fue necesario recordar 
Ip en la reforma del 12 participaron incluso constituyentes gaditanos, como Argüe­
les, intentando legitimar todo el proceso constitucional posterior al mito gaditano. 
I!fectivamente, frente a la desconfianza en el ejecutivo que caracterizó a aquel Código, 
la defensa de la Monarquía liberal en la persona de Isabel 11 frente a los carlistas ofre­
ció una ocasión perfecta para acabar con esa desconfianza y corregir el sistema en el 
sentido de las nuevas corrientes políticas, entre las que ya se instaló la máxima de que 
el Rey no puede hacer el mal», y de que los ministros son responsables ante las Cor­
lies,asentado el proceso de parlamentarización y colaboración entre los poderes8. 

l Godínez de paz en osee, 25 de enero de 1855. Sancho -{![ decano de los diputados y presidente de 
IlComisión-, el 27 de enero de 1855. 

6 osce, Ordax el3 de febrero de 1855. Para el acoplamiento de democracia y república, véase F. Pey­
IIIU, (<los significados de República. Republicanos y Demócratas en el período isabelino», en este mismo 
Mmen. ----.. '- . ~ . 

, osee, 25 de enero de 1855. 
I osee, el demócrata García Ruiz y el miembro de la comisión, Modesto Lafuente, el 23 de enero 

«1855. Fue desde la discusión de 1837 cuando los liberales llegaron al acuerdo de que, según Joaquin María 
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Pero a los demócratas no les gustaba el modelo de 1837, el posrevolucionario, prefi­
riendo la tradición gaditana, e incluso criticaron lo que hasta entonces se tenía a gala: 
tener presentes los modelos constitucionales del exterior. Creían, y no desacertadamen­
te, que aquél estabilizaba el liberalismo en-"s\rvert~te conservadora y servía a los par­
tidos establecidos para dominar b~o el manto de la Corona todo el proceso político. 
Acusaron a esa Constitución de inaugurar las Constituciones-indice, llegando a compa­
rar Orense este sistema con el despotismo oriental, donde se podían posponer vagamen­
te las soluciones para un futuro. Pero, además, a las españolas les descubren un defecto 
añadido frente al modelo siempre citado por la comisión -especialmente Olózaga y 
Heros-, el belga, y es la carencia del establecimiento claro y terminante de los derechos 
del individuo y los límites del poder para evitar los constantes abusos sobre ellos; pues, 
dicen, de lo contrario «el pueblo español siempre será víctima del poder ejecutivo». Con­
cluye que «toda Constitución monárquica que no dé a los ciudadanos lo que tienen en la 
República más libre, es mala Constitución», planteando abiertamente, como es propio 
de este momento, la confrontación o convivencia de Monarquia o República9. 

Se destaca el resultado pernicioso de este sistema posgaditano, del Gobierno parla­
mentario, denunciándose ahora por primera vez tan abiertamente el uso de la Regia pre­
rrogativa por sus gobiernos para fines partidarios, «para gobernar a su sombra con las 
prerrogativas que se le conceden»; esta crítica que viene observándose desde la discu­
sión constituyente de 1845 se desarrollará ampliamente durante la Restauración. Se 
observa que el veto lo quieren los gobiernos, para enfrentarse al poder legislativo, que 
son ellos quienes hacen enfrentarse la Corona a las Cortes, quienes ponen «al Trono en 
la senda del precipicio». Son quienes, en definitiva, tienen un concepto meramenteuti­
litario de esa institución a la que exponen a constantes discusiones públicas, no respe­
tando su teórica irresponsabilidad 10. Pero ese uso tenía una consecuencia peor para la 
Monarquía, que es la que denunció Orense y nos pone en relación con lo que había 
sucedido y volvió a suceder en la Monarquía hasta su caída final en 1923: eran los pro­
pios monárquicos quienes más y peor hablaron de los reyes cuando estaban en la opa-

Ferrer, «es necesario que si quieren una Monarquía representativa con las condiciones que le son inherentes. 
consideren al Rey por una ficción legal sabio, justo, exento de pasiones, en una palabra una especie de divi­
nidad incapaz de hacer mal, no pudiéndolo hacer en efecto sino por el órgano de sus Ministros responsables»: 
Á. Lario, «El papel de la Monarquía en el desarrollo constitucional europeo: el caso español. Del régimen de 
asamblea al parlamentarismo -versus presidencialismo americano--», Ayer, en prensa. Nótese que faltaban 
treinta años para que viera la luz la famosa obra de Bagehot sobre la Constitución inglesa, con la que se popu­
larizó el principio de que <<!he King can do not wrong». 

9 Orense en DSCC, 26 de enero de 1855. El demócrata Gil Sanz el23 dice que la Constitución de 1837 
es «copia desautorizada de los doctrinarios franceses». 

10 DSCC, Arriaga el 24 de enero de 1855. Ejemplo de lo dicho es el discurso de Pérez Cantalapiedra 
apoyando el veto absoluto, para lo que alegó estar en «un siglo corrompido», y la injustificación en caso con­
trario de pagar «30 ó 40 millones al que no hace nada», en referencia al Rey: ídem, 5 de febrero. Para la Res­
tauración: Á. Lario, El Rey. piloto sin brújula. La Corona y el sistema político de la Restauración (1875-/902), 
cit. Para el sistema francés de Carta y las consecuencias del equilibrio de poderes, L. Lacché, «Constitución, 
Monarquía, Parlamento: Francia y Bélgica ante los problemas y modelos del constitucionalismo europeo 
(1814-1848»), en Modelos constitucionales en la historia comparada, núm. 2/2000 de Fundamentos, Ovie­
do. Y P. Rosanvallon, La Monarchie imposible. Les Charles de 1814 el de 1830, París, Fayard, 1994. Sobre 
las formas empírica y racionalizada - dásica y moderna- del régimen parlamentario, y de una fonna con­
cisa: régime parlementaire. en O. Duhamel e Y. Mény, Dictionnaire Constitutionnel, Presses Universitaires 
de France, 1992, págs. 883-886. 
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ición: «Los que menos hemos hablado en esos once años hemos sido nosotros ( ... ) 
pero los otros señores no han hecho más que hablar mal cuando no eran Ministros», 
para concluir con contundencia que «a Isabel II la han herido de muerte los de esos ban­
QI6» porque «ya no puede tener prestigio» 11. Por ello piden los demócratas que se dis­
tinga claramente entre las atribuciones del poder ejecutivo como tal y las de la Corona 
(Orense recuerda que en la realidad la sanción pertenece al Gobierno y no a la Corona), 
en un planteamiento totalmente novedoso en las Constituyentes españolas. Creen que 
le puede atribuir a la Corona la facultad de «evitar las grandes ambiciones del país», 
~ sería el fundamento de su existencia constitucional. Es decir, la Corona como poder 
aeutraI, por encima y fuera de los poderes políticos. Así surgió en la discusión la teoría 
del poder moderador, al traer a colación el modelo portugués, que había recogido en la 
letra constitucional de 1826 la teoría de Constantl2 . 

Esa distinción entre el poder ejecutivo y el poder moderador sería el medio para que 
00 se usaran los poderes del Rey en beneficio de los gobiernos, de los viejos partidos I3. 

Piden que se delimite en la práctica la actividad política del Rey para separar a la 
Monarquía «completamente de las luchas políticas», «colocarla en la imposibilidad de 
mrdaño», en la más pura doctrina constitucional monárquica -se recuerda la nega­
tiva de la sanción de Luis XVI y su final, y Fernando VII en el Trienio y su humilla­
ción--, y es que saben que la Monarquia se utiliza como bastión para la defensa de la 
inmovilidad. Por eso dice Gil Sanz: «No es el Trono, sino un poder infinitamente infe­
rior al de las Cortes el que se puede oponer a sus determinaciones»14. 

11 DSCC, Orense el 30 de noviembre de 1854. Véase I. Burdiel, Isabell!. No se puede reinar inocente­
IIItnle, Madrid, Espasa Cal pe, 2004. Á. Lario, «La monarquía de Isabel TI y el liberalismo post-revoluciona­
rio. Una necesaria renovación historiográfica», Ayer, núm. 56, 2004. Los carlistas en palacio tras el abrazo 
de Vergara: Espina y Capo, Notas, cit., págs. 388-392. V éanse los tres artículos de Sagasta en La Iberia en 
diciembre de 1857: «El Partido Moderado ¿ha sido constitucional en España?», cfr. Ollero Vallés, El pro­
gresismo como proyecto político en el reinado de Isabel 11: Práxedes Mateo Sagasta, 1854-1868, Logroño, 
IF.R, 1999, págs. 184-191. 

12 En el vecino país, ya el 20 de agosto de 1821 decía Bastos que «nao póde deixar de fazer-se a sepa­
l1Ijio do poder real e ministerial», aunque todavía por temor al Rey: «De outra sorte vem a ser os Ministros 
oimtrumento, e o Rei o brayo que o move»: Diario das Cortes Geraes e Extraordinárias da Narrao Portu­
guesa (DCGEP). 1821-1822: Arquivo Histórico da Assembleia da República (AHAR). El sentido de ese 
poder moderador que recoge el artículo II de 1826, lo aclara en un momento de crisis Femandes Thomaz 
cE' necessario, por tanto haver um poder neutro, que faya (por assim dizer) de poder judicial, entre o poder 
legislativo, e o executivo ( ... ), um poder, que nem é attributo do executivo, nem do legislativo, mas privati­
\'O do rei esta opiniao é a de Benjarnin Constant, e a de Lanjuinais, desse nestor politico, que sobre-viveu a 
Dlas as alterac,:5es de Franya»: DCGEP, 1837-1838, el 25 de abri l de 1837. En 1842 se restauró la Carta de 
1826, vigente hasta 1910. Poder ejecutivo, poder moderador y prerrogativa regia, en Á. Lario, El Rey, piloto 
IilIbrújula, cit., págs. 46-56. 

J3 Decía Kieman que «Los partidos ( . . . ) eran ligas desorganizadas de facciones de trepadores» que 
Cl!eCían de «estructura regular» y de «programa de buena fe». De hecho, si bien no se practicaba la alter­
lltÍaentre partidos, en los once años de dominio moderado (1843-1854) hubo 15 gabinetes: La revolución 
dtl854 en España, cit., pág. 27; sobre el descrédito «de todos los partidos más viejos», pág. 80. García Ruiz 
lIIJa el ejemplo francés donde el inmenso poder del ejecutivo habría llevado al fracaso de la República en 
1&51: 23 de enero de 1855, cit. Es el mismo argumento de Orense: «Quisieron imitar a los Estados-Unidos; 
pcroen la esencia dejaron el Poder Real, ~aando 8I--ejército, mandando la magistratura, dando quinientos 
mil destinos, teniendo el telégrafo, teniendo la centralización; así es que no tuvo más que decir: "quiero ser 
fJnperador, y lo fue"». 

14 DSCC, Gil Sanz el 5 de febrero de 1855. 
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Los demócratas, más que luchar por la República, quieren quitar de las 
moderadas la Monarquía. Como nunca antes descubren los «intereses» mOlnárawall 
los conservadores, amparados en Constituciones, desde 1837, capaces de 
ejecutivo por la vía meños dire~ más peligrosa para la Monarquía: la de sus 
gativas. Este afán de diferenciar entre viejos partidos y Monarquía recuerda a la 
de principios del xx también encaminada a esa distinción, especialmente visible 
reformistas, defensores de un liberalismo social compatible con la Monarquíal!. 

Ése es el modelo que quieren superar dando entrada a preocupaciones 
no definiendo claramente un modelo político alternativo, puesto que aceptan el 
papel del Rey que Constant diseñó para el modelo posrevolucionario y aspiran a 
Monarquia que aceptara las consecuencias más latas de la soberanía nacional: 
universal y derechos sociales, remontándose incluso al Justicia de Aragón, 
la tradición y siguiendo el mismo camino de legitimación histórica que habían 
los liberales en las Cortes de Cádiz, entre otras cosas porque no parecen pnl'{\nl1' .. ,. 

época modelos republicanos asimilables. No en el norteamericano que se 
por su federalismo - no previsto para una «gran Nacióm>, ni siquiera dentro de 
cipios liberales al uso- y presidencialismo --éste recientemente fracasado en 
Como lo que piden no se halla en ninguna Constitución todavía, ni siquiera en 
cistas políticos más reconocidos, se aferran a lo que llaman los «hechos actuale5lll;. 
eso se acusa a la comisión de haber «faltado a este principio ( ... ) ha fonnado SIl 

con presencia de las Constituciones anteriores, de las doctrinas de esos ¡JUU'll~I~~ 
problema de las Constituciones anteriores es que habían ratificado la Monarquía 
grandes poderes constitucionales, como el veto, lo que, si se justificó por las 
cias particulares de 1808 a 1812 --«entonces hubiera sido muy peligroso dejar 
guadas las prerrogativas de la Corona ( ... ) dar gran extensión al elemento 
después ya tuvo otros objetivosl 7. Ordax busca antecedentes republicanos en las 

15 El liberalismo social lo traté en Á. Lario, «El Nuevo Liberalismo en el Diario independiente 
(1917-1923)>>, en Bulletin d'histoire contemporaine de I'Espagne, núm. 1-2, décembre 1985. En 
volwnen Capellán estudia la posición de los krausistas ante la alternativa Monarquía o República. 

16 En otro lugar se ha dicho que en Europa no pudo materializarse el ejemplo nor1:eanlericaDO," 
extraordinaria diferencia de la situación histórica», por lo que «la fuerza de la razón» que 
tación del gobierno allí tuvo que «confrontarse en Europa, durante un período muy largo, con la 
historia»: R. L. Blanco Valdés, «El estado social y el derecho político de los norteamericanos», 
constitucionales en la historia comparada, núm. 2/2000 de Fundamentos, Junta General del 
Asturias, págs. 158-163. Las iberoamericanas servían incluso de contramodelos - para no 
el 30 de noviembre de 1854, recordando el mal gobierno de Argentina -a lo que Albaida contesló 
el «virus monárquico>>--, o la misma república de Cronwell, descartándose las antiguas _p_,u',_."'I 

espartana y romana, pues no había más que recordar a los esclavos o los ilotas, Por ello, se dice que 
pa no puede haber más que una clase de República: que me digan esos señores si la quieren: la 
no o la de Suiza». 

17 El incremento del poder constituyente del Rey en Sevilla Andrés, «El poder constituyente 
de 1800 a 1868», Revista del Instituto de Ciencias Sociales, núm. 4, Barcelona, 1964. Se percibe 
desconocimiento de la propia historia constitucional en algunos diputados demócratas; así 
atribuye, por ejemplo, veto absoluto a 1812, o la facultad de suspender el Parlamento; por 
dejado sin respuesta, incluso algo grosera, pues así debe interpretarse la intervención de García 
do dijo que «extraño parecerá que en una discusión tan solemne se atreva a usar la palabra un 
autoridad parlamentaria cuando parece que en estas ocasiones debieran hacerlo únicamente los 
distinción y de privilegiado talento»: DSCC, 25 de enero de 1855, Martín de los Heros, tras 

[188] 



EL MIEDO A LA DEMOCRACIA. LA TIBIEZA REPUBLICANA Y LA UNIÓN LLBERAL 

POR LA MONARQUÍA CONSTITUCIONAL 

Así pues, en estas fechas el problema ya se piameó respecto a las formas de gobier­
no: Monarquía o República, y lo hicieron sobre todo los liberales, utilizando a la 
Monarquía como baluarte de los temidos avances sociales. El temor a la República era 
el temor a la cuestión social, siempre teniendo presente el caso francés de 1848; ya 
había dicho Balmes, quien murió sólo cuatro meses después de los sucesos, que lo que 
se manifestó con la revolución de 1848 había sido el problema social y la forma repu­
blicana de gobiem021 . Decía el ultraconservador García Tassara que, mientras las revo­
luciones constitucionales respetaron la Monarquía, eran aceptables «porque su princi­
pio permanecía en pie», pero «han venido las revoluciones republicanas» y <<han 
echado por tierra los Tronos». Entiende que la República no sería «nada más que socia­
lista», pues «la República parlamentaria, la constitucional y política no es más que una 
exageración del constitucionalismo, y no tiene principio ninguno en qué fundarse». En 
su argumentación aparece la idea, luego eficazmente defendida por Cánovas por las 
mismas razones, de que «la institución monárquica es tan esencial al constitucionaJis. 
mo como la institución parlamentaria», porque fuera de ella estaba el socialismo22• 

En el Discurso del Trono, el 8 de noviembre, se aseguró que ésa sería la Constitu­
ción definitiva del país, en una muestra más del intento liberal de sellar la revolución y 
frenar el proceso demócrata-social: «Vosotros venís a cerrar el abismo de las luchas 
y de las discordias, ordenando y decretando la ley fundamental definitiva». Sin embar­
go, estaban ya Nicolás María River023 y Estanislao Figueras entre los que propusieron, 
el 30 de noviembre, la formación de una Comisión constituyente: eran dos demócratas, 
más cerca de la República que de la Monarquía, actuando ya en unas Cortes monárqui­
cas. Por eso decía el ministro de Fomento (Luxán) que era la de la Monarquía o Repú­
blica «la cuestión más grande que se ha discutido en mi país»24. Aunque, ciertamente, 
lo que se discutió en las Cortes no se había planteado en las elecciones, diciendo San­
cho «que no se han atrevido a presentarla en el tamiz de los colegios electorales ( ... ) 
porque ( ... ) no hubieran sido elegidos»25. 

La respuesta inmediata de muchos de los protagonistas de la revolución del 54 fue 
una proposición que pedía el resguardo de la Monarquía - fue un precedente para que 
en 1868 se adelante más la declaración monárquica- y de la misma dinastía como base 
constitucional: de los 250 diputados, la votación ofreció 194 votos a favor de la proposi­
ción y 19 en contra (los demócratas tenían una veintena de escaños). La fIrmaron, entre 
otros, Manuel de la Concha ( ue en 1853 había sugerido el contacto de Salamanca con 
Muñoz en plenas Cortes), los progresIstas Manuel Cortina -posteriormente en el ceo-

2\ Lo cita R. Sánchez García, Alcalá Galiano y el liberalismo español, Madrid, Centro de Estudios Poti­
ticos y Constitucionales, 2005, pág~341. Véase también en est; mismOvolurnen. 

22 DSCC, García Tassara el 3 de febrero de 1855. Á. Lario, «Cánovas y la Monarquía», cap. 1.2 de El 
Rey, piloto sin brújula ... , cit., y <<La Corona en el proyecto canovista», cap. II.l de 1. Tusell y F. Portero 
(eds.), Antonio Cánovas y el sistema político de la Restauración, Madrid, Biblioteca Nueva, 1998. 

23 Véase más arriba F. Peyrou, «los significados de República ... ». 
24 DSCC, 30 de noviembre de 1854. 
25 DSCC, 27 de enero de 1855, Sancho. 
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loparlamentario que originó la Unión Liberal-, Patricio de la Escosura -ex modera­
..... , el general Evaristo San Miguel -presidente de la Junta de Madrid- y el marqués 
dePera.les - vicepresidente de las Cortes por el bloque de izquierda-, con el siguiente 
iItO: «Pedimos a las Cortes se sirvan acordar que una de las bases fundamentales del 
edificio político que en uso de su soberanía van a levantar, es el trono constitucional de 
Dmia lsabellI, Reina de las Españas, y su dinastía». Y fue precisamente este voto de las 
Cutes a favor de la Monarquía el que sirvió a los que defendían la soberanía nacional 
JIIIB recordárselo a quienes no querían reconocerla o verla escrita en la Constitución. El 
ptqIio Nocedal lo justificaría porque «Cada uno votaba por su razón», pero el hecho fue 
iM:ontrovertible: el trono de Isabel TI se vio sometido a un voto en Cortes, materializán-
Pe con esa votación, dijo Ordax, su «forma contingente», y, sobre todo, la aceptación 
de la soberanía como «principio político para la organización política»; lo que no debió 
atribuir poco para acabar con el experiment026. 

Sin duda, el solo hecho de creer necesario hacer esa petición, y la misma explica­
ción que dio el propio San Miguel, nos hablan ya de lo que se estaba poniendo en cues­
tión también en España. Necesitó aclarar que era «contra sus Ministros prevaricadores 
-iXlmo decían también los demócratas-, despreciadores e infractores de la ley», con­
n quienes «han levantado la bandera los ilustres personajes que están en este Congre­
lO». Lo justifica por la propia doctrina de la Monarquía Constitucional de Gobierno par­
lamentario -como hizo Prim- : «En todo sistema constitucional el Rey reina y no 
gobierna; El Reyes inviolable e irresponsable de sus actos como poder, y que de estos 
actos son sólo responsables sus Ministros». Nunca como entonces sirvió la doctrina de 
la irresponsabilidad regia y la responsabilidad ministerial, la del poder efectivo y digni­
ficado, para justificar la caída de un gobierno y la permanencia de la Monarquía que lo 
sustentaba27. Pero también por el curso de los acontecimientos, convirtiendo la revolu­
ción en una defensa de la Reina y la Monarquía: «Su nombre fue proclamado en todas 
partes con ternura y con respeto. En Madrid mismo, señores ( .. . ), fue proferido su 
nombre por los hombres de las barricadas; en éstas se vio su retrato, y los que viven en 
Madrid son testigos de esta misma verdad». Él mismo había entrado en Palacio el 26 de 
julio al frente de la Milicia Nacional «a dar guardia a la persona de la Reina», espontá­
neamente, sin coacción ninguna, dice, «Madrid entero ha visto a todos los milicianos 
( ... ), desfilar bajo las ventanas de Palacio y aclamar a la Reina como Reina constitu­
cional de España»28. Y finalmente por el mismo hecho de que «los Diputados todos 

26 DSee, Nocedal elide febrero de 1855. Ordax, cit. 
21 El conde de Reus (prim) --que luego destronaría a Isabel Il- se basó en el principio de que el Rey 

reina, pero no gobierna: «La Reina de España, Doña Isabel 11, es la mejor de cuantas Reinas han nacido 
y pueden nacer en un país constitucional ( .. . ) en el mismo cargo que se hace está el argumento de su defensa, 
Idmitiendo el principio de que la Reina debe reinar y no gobernar ( ... ) todo lo que S. M. ha aprobado, ha sido 
por conducto de sus Consejeros ( ... ). Si S. M. se hubiese opuesto al consejo de sus Ministros, entonces hubie­
I3Dlevantado la voz hasta el cielo los liberales ( ... ) yo mismo habría dicho que S. M. no hacía bien en no adop­
tar los consejos que le daban sus Ministros como personas responsables»: DSCC, 30 de noviembre de 1854. 

28 DSee, 30 de noviembre de 1854, San Miguel. Sobre los acontecimientos de esas fechas y el papel 
desempeñado por el general San Miguel: KJerhan, LiUevolución. . . , cit. , págs. 73 y sigs. Para el parecido con 
la campaña - La champagne des banquets- francesa de 1847 contra los escándalos de dinero, costumbres, 
CIt., que salpicaban a la Monarquía: Journal Historique de la France, Hatier, 1985, pág. 210. El miedo social 
hizo posible el n Imperio: ídem, pág. 212. 
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están aquí ( ... ) ejerciendo la soberanía nacional de que están revestidos por una Ral 
Orden, por un Real Decreto, por una Disposición emanada de la Reina ( ... )>>, enfeÍ. 
rencia a la convocatoria de Cortes Constituyentes, que se produjo por Real Decretoi 
11 de agosto. .- '-.. ~ 

Hasta entonces, ningún pronunciamiento había necesitado tanta defensa de k 
Monarquía, pero en esa defensa se vino a reconocer la supremacía de la sobenuía 
nacional, al recoger «el voto unánime de todos los españoles, el deseo de que estánaJi. 
mados, de que la Reina Isabel II sea Reina de España», a la par que ratifica el pe. 
que corrió la institución. Reconoce literalmente San Miguel, ante el acoso de Oremt 
--quien asegura no haberle oído nunca manifestaciones monárquicas- que «Nm 
había en mi vida visto en peligro esa institución hasta esa época; por eso me he _ 
festado celoso defensor del principio monárquico». Una vez más, el miedo al proceso 
revolucionario hizo frenar y definir las posiciones, excepto en el caso de Olózagt, 
quien seguía callado aunque había sido la esperanza de los que querían cambiar i 
menos la dinastía29• 

Para esta defensa se acudió también al ejemplo exterior, al «sistema que es ellW 
continente europeo», que «sabe todo el mundo que es (el "Trono constitucional")elÚJi. 
co que puede hacer nuestra ventura». Y es que, si seis años antes, en el país más obser­
vado dentro del Continente, Francia, se había acabado con la Monarquía Consti~ 
nal, pronto sufrieron el miedo en la Segunda República y las consecuencias en el B 
Imperio. La República en Europa seguía sin cuajar adecuadamente, y es que desded 
principio «le régime parlementaire est assimilé au systéme monarchique». Quizá pi 

ello podía decir San Miguel que «hay en los españoles un sentimiento que les dicecp 
fuera de ese Trono constitucional no hay más que ruinas ( ... )>>30. Sobre todo porquekJ 
países más adelantados eran Monarquías y, entre todas, decía el ministro Luxán, «Ingla­
terra, modelo de todas las Naciones, desideratum para mí de mi país»31. 

Pero esta asociación de la defensa de la Monarquía con la defensa de Isabel plOO 
có un rechazo en los demócratas e incluso en algunos progresistas como Fernando 
Madoz, hermano del Vicepresidente del Congreso, que hizo constar que «estoy ¡xrla 
Monarquía, pero por Isabel II jamás»--, y condicionó el sentido del voto a favor li 
mantener la dinastía. Así lo denunciaron los demócratas en una dura intervención de Qrea. 

se; reconoció que en las Juntas se creía, aunque él no fuera de esa opinión, que se nece­
sitaba un Trono, pero negó absolutamente que fuera la persona de Isabel lIla que se 
reclamaba en la mayor parte de ellas porque, dijo, «no ha sido Reina de hecho, sinoUII 
cosa que ha existido en Palacio, pero que no ha ejercido las funciones de Reina», y de&­
de julio ya ni siquiera existía realmente. Esto provocó una ráfaga de petición de paJa. 
bras, incluidos dos ministros, el de Gobernación y el de Fomento. O'Donnell, Ros de 
Olano, Dulce ... como protagonistas del movimiento quieren rectificar a Orense32• 

29 San Miguel, 30 de noviembre de 1854, cit 
30 1. M. Crouzatier, <<Les constitutions francaise de 1789 a 1870», en Institutions et vie politiqueo PlIÍ, 

La documentation Francaise, 1997, pág. 1 L San Miguel, cit 
31 OSCC, Luxán, ministro de Fomento el 30 de noviembre de 1854, cit 
32 Sobre los intentos de cambio de dinastía, desde la protesta contra la Reina del propio Ríos R-. 

citada, hasta los contactos de la oposición moderada con Inglaterra y Francia con el mismo objeto: Kif. 
nan, La revolución ... , cit, cap. JI, «El ataque a la Constitución». Orense en osee, el 30 de no~ 
de 1854. 
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Orense fue de los pocos que se declararon abiertamente republicanos y forzó los 
lIgIIITlentos teóricos para justificar que la Monarquia no era compatible con institucio­
nes populares, sino que, por el contrario, necesitaba el Senado y los Mayorazgos, sin 
lbIa recordando los intentos de reforma constitucional de Bravo Murillo. Por primera 
yezaparecía en las discusiones constituyentes de España la discusión, e incluso el voto, 
MJbre la fonna de gobierno; por primera vez aparecía públicamente, al constituir políti­
camente el país, la sombra republicana33. 

El verdadero problema que estaba en cuestión, efectivamente ahora más que nunca, 
aa el constante miedo que venía produciéndose desde el inicio de la revolución liberal 
ala superación social de los intereses liberales, a la democracia, a la anarquia, según se 
entendía entonces esa posibilidad34. Por eso Sagra - antiguo socialista radical, prou­
p ano según Albaida (Orense)- defiende a la Monarquía por lo que considera bási­
camente sentido común. Entiende, en una sensación de vértigo producido por ver abier­
ta la caja de Pandora de los derechos de todos los hombres, que la humanidad se 
encuentra sin ningún principio fijo como base para el orden social, pues el de la sobe­
ranía nacional necesita alguna compañia, algún apellido más, para no correr el riesgo 
de la anarquía o el despotismo, lo que se supone que sería el destino de una sociedad 
sinjerarquías y dominada por el número. Sólo podría evitarse con los «restos de las ins­
tituciones antiguas», que el sentido común ampara. Este diputado estaba explicando lo 
que quizá no se había dicho tan claro hasta entonces pero que había servido de funda­
mento a toda la Europa de la Restauración: la necesidad de frenar el proceso de crea­
ción del Estado constitucional en tomo al principio de la soberanía nacional. Si como 
tiberal aceptaba la soberanía nacional, como hombre de orden le ponía al lado la 
Monarquía. Tampoco cree que deba hablarse de instituciones democráticas junto al 
Trono; recuerda que, en todo caso, son liberales; no quiere equivocos35. 

Lo que no se aceptaba, y lo dijo claramente Heros en contestación a Godínez de 
Paz, era la organización de una Monarquía transitoria para llegar a la República: «La 
comisión es monárquica, pero monárquica liberal, española, y en el sentido que con­
viene a un país donde el sentimiento monárquico no está todavía tan debilitado como 
S. S. piensa». Se recurre a la memoria del «respetabilísimo D. Agustin Argüelles», 
~en «!lO temió reformar la Constitución de 1812 admitiendo las dos Cámaras»36, y al 
hecho de que todavía la República no tiene gran predicamento. A cambio, lo que sí se 
exi~a era que la forma de gobierno fuera decidida y ratificada por la nación; es decir, 

JJ osee, 30 de noviembre de 1854, Orense y respuesta de O'Donnell. La diversidad de culturas polí­
Iicas republicanas en R. Miguel González, en este volumen. 

J4 Decía un residente norteamericano en España que «no había un solo periódico conservador en todo 
Madrid que no escribiera a diario, largo y sobre todo, tendido, sobre los horrores de las doctrinas socialistas»: 
S.T. Wallis, Glimpses ofSpain ... in 1874, Nueva York, 1849, pág. 203, cit. Por Kieman, ob. cit., pág. 33. 
Espina Y Capo dice que «la revolución era el coco de todos nuestros políticos de esta mitad de siglo»: 
.'iotas ... 1850-1860, cit., pág. 234. 

JI osec, Sagra, 30 de noviembre de 1854. Renan escribía en 1869 que «C'est que la souveraineté du 
~Iene fonde pas le gouvemement constitutionnel. L'État, ainsi établi a la franyaise, est trop fort, loin de 
¡arantirtoutes les libertés, il absorbe toutes les libertés; sa fonne est la Convention ou le despotisme», cit. Por 
L Lacché, «Constitución, Monarquía, Parl~to:-Fraooia y Bélgica ante los problemas y <<modelos» del 
coostitucionalismo europeo (1814-1848)>>, en Modelos constitucionales en la historia comparada, cit., pági-
111471. 

J6 Heros, en DSCC, 25 de enero de 1855. 
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discutida en el proceso constituyente, que era, precisamente, lo que muchos monárqui­
cos de última generación no estaban dispuestos a permitir. 

Entre los monárquicos los había que, siendo incluso moderados, como Andrés Borre­
go, sostenían la Monarquía constitucionaIde-G<Jbi@rno parlamentario que se había mate­
rializado en la Constitución de 1837 y que admitía que el «Rey reina, pero no gobierna», 
frente a moderados como Donoso, o Balmes, quien realmente aspiran al modelo <<puro» 
de Monarquía Constitucional, el alemán37. Otros, como Prim, eran monárquicos constitu­
cionales avanzados sin discusión desde que, muerto Fernando VII, se produjo la lucha 
liberal alIado de su heredera y frente a los carlistas, por lo que «se pasaron muchos años 
sin que se oyese siquiera pronunciar el nombre de República en España»38. 

Los demócratas desapegados de la Monarquía, como García López, que recha1a­
ban absolutamente el argumento de la tradición, consideraban que la institución había 
tenido su función en la transición del Antiguo al Nuevo Régimen pero que ya ha­
bría dejado de tener utilidad. Fue, dice, «una invención que los hombres adoptaron para 
la transición menos violenta de un principio a otro extremo». Precisamente los famosos 
«once años» de «desgracias» que la Monarquía no palió ratificarían su inutilidad. El 
que la revolución del 54 se detuviera ante la Monarquía lo explicaron por la dependen­
cia de Espartero y la espera a que la voluntad nacional mostrara su decisión39. 

Pero, si bien se logró debatir la Monarquía, en lo que tuvo papel protagonista quien 
ejerció de presidente de las Cortes, Madoz, por su abierta decisión de dar voz a todas 
las opiniones40, la lucha estaba perdida de antemano. La razón es que en estas Cortes 
funcionó desde el comienzo lo que se llamó la «unión liberal», que quedó reflejada pri­
mero en la entrada en Madrid de O 'Donnell y Espartero juntos -yen el gobiemo-, y 
en la composición de la comisión constituyente, que fue elegida atendiendo a la nece­
sidad de que en ella estuvieran representadas «las más diversas teorías y aun ( ... ) los 
más opuestos principios» que existían dentro de los que apoyaban el régimen monár­
quico-representativo, a pesar de que las 2/3 partes del Congreso era progresista41 . Esta 

37 La posición de Borrego en el Partido Moderado en R. Sánchez, Alcalá Galiana y el liberalismo espa­
ñol, págs. 250-258 y 342-345. El enfrentamiento de Donoso y Alcalá con Borrego sobre la posición de la 
Corona: ídem, «La monarquía en el pensamiento político del partido moderado», en este mismo volumen. 
Para los modelos de Monarquía Constitucional: Á. Lario, El Rey, piloto sin brújula, cit., págs. 33-56. idem, 
«Estado Liberal. Monarquía y Constitución en la España del XIX», en El Estado en España, núm. 17 de Hu­
toria Contemporánea, Bilbao, 1998. 

38 Conde de Reus el 30 de noviembre de 1854, DSCC. 
39 Ídem, García López; presidente de la Junta de Gobierno de Zaragoza y Lérida en la revolución, que 

con la de Huesca fueron las de más significación democrática. La obra de Kieman avala esta interpretaciÓII 
del freno ante la Monarquía. 

4ü Así lo demostró cuando defendió que se permitiera hablar sin interrupciones a los criticos, concreta­
mente a Orense asegurando que «yo le sostendré en el uso de su derecho» porque «nada pierde ciertamente 
en ello ni el prestigio del Trono, ni la convicción de nuestras opiniones. Aquí todos los partidos deben sostc­
ner libremente sus doctrinas, porque ésa es la verdad de la libre discusión»: DSCC, 30 de noviembre de 1854. 

41 La Comisión la componían siete miembros: Sancho (presidente, progresista moderado), Olózaga 
(secretario, progresista) - ambos presentes en la de 1837-, Lasala y Valera (progresistas avanzados), Mar­
tín de los Heros (esparterista), Modesto Lafuente (que Kiernan coloca en el «conservadurismo moderado» 
pero que es más bien progresista moderado) y Ríos Rosas (puritano). Ríos Rosas en DSCC, 13 de enero de 
1855, voto particular. Sobre la unión para las elecciones es un ejemplo clarificador el caso de Sagasta: 1. L 
Ollero Valdés, El progresismo, cit. , págs. 78 y sigs. J. R. Milán García, Sagasta o el arte de hacer politictl, 
Madrid, Biblioteca Nueva, 200 1, págs. 41 y sigs. 
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lIión se basaba en la defensa de la Monarquía y frente al peligro democrático -y car­
...... El propio Ministerio se basaba en el mismo principio, que denunció ya el pro­
psista Calvo Asensio como poco operativo por falta de ideas básicas comunes42

. 

Ese fm de la unión liberal lo ratifica plenamente Cánovas: se hizo para defender a 
la Monarquía de los carlistas y los demócratas, a los que asocia directamente con la 
República. Y lo denuncia Ordax, asegurando que para los liberales ellos son «los ilotas 
ti moderno liberalismo»: «Sobre nuestro sacrificio se pactó de nuevo su alianza». 
Destaca Ordax lo contradictorio de la posición de los progresistas, aliados a «los adver­
IRIs del principio -de soberanía popular-» por la que llegaron al poder; por eso 
i:eque «No os entiendo ni en la filosofía, ni en la historia, ni en la política». Reme­
ma el rompimiento del 43 y el dominio moderado, y les pronostica, acertadamente, 
e1mismo fm43

• 

Esa unión la defendió abiertamente el ministro de la Guerra, O'Donnell, conde de 
LuI:ena, pero él la llevó más allá de un acuerdo sobre temas fundamentales. Él, que sólo 
Dnitió el título de liberal, ni progresista ni moderado, propuso ya un nuevo partido de 
lIIióo liberal, único, que provocó la respuesta de Calvo Asensio apoyando la conviven­
ciadediferentes partidos y mostrando ya en este tema el desacuerdo que denunciaban 
.demócratas. El argumento de O 'Donnell es la necesidad de salvar la «Patria», «en 
medio de los peligros que amenazaban». Tras el intercambio de opiniones entre O'Don­
aeII y Calvo Asensio parece claro que el problema consistía en que lo que unos creían 
9leestaban apoyando con esta unión - las ideas progresistas- no era lo que pensaban 
kIdos los componentes del gobierno. Por su parte, el combativo García López denunció 
IalD1Íón por desvirtuar la revolución y dar la sensación de que esa «coalición de parti­
Ib( .. .) no atendia más que la manera de conservarse en el (poder)>>44. En este ambien-
1, entendiendo rota la unión liberal , Escosura pide la unión liberal únicamente de los 
progresistas45. 

De tal modo se denunció la unión y se extendió la idea de que las bases de la Cons­
litución se habían realizado en tomo a esa idea, que el miembro de la comisión Lafuen-
1, contradiciendo a Arriaga, se sintió obligado a declarar que «en cuantas reuniones ha 
aido la Comisión no se ha oído la palabra unión liberal en boca de ninguno de sus 
Dlividuos» por lo que, asegura, «mal ha podido ser su objeto hacer una Constitución 
JE3la unión liberal». A cambio propone la unión nacional «que es lo que debemos 
lIIbicionar todos los españoles», rechazando abiertamente la idea de un solo partido46. 

41 El 19 de enero de 1855; se refiere a la moción de censura presentada este día por los demócratas 
daRmciando falta de principios claros y falta de unión tanto en la comisión como en el Ministerio, mientras 
cundía el rumor de que se podía atentar contra las propias Cortes Constituyentes, produciéndose en esos días 
mas alarmas en Madrid y Valencia de conspiraciones carlistas. Calvo Asensio era progresista «purO» o 
avanzado, gran amigo de Sagasta y director de La Iberia: Milán García, Sagas/a, cit., pág. 46; el Bienio, pági-
11541 Y sigs., las contradicciones progresistas en 50 y sigs. Véase la presentación de Sagasta como director 
de LA Iberia a la muerte de Calvo, en Ollero Valdés, El progresismo, cit., págs. 196-198. 

4l Cánovas el 30 de enero de 1855: DSCe. Decía D. Rafal María de Labra que «en 1850 ( ... ) D. Anto­
IioCánovas del Castillo», junto con <<Nicolás María Rivero, D. Joaquín María López, D. Patricio de la Esco-
111» formaban <do nuevo, lo perturbador ( ... ), lo regenerador del Ateneo de Madrid»: cfr. A. Espina y Capo, 
Notos deh1aje de mi vida J 860 a J 870, cit., pág. 417. Ordax el 3 de febrero. 

44 osee, Calvo Asensio y O'Donneller-19.de c;neJ.o de 1855. García López el 25. 
45 osec, Escosura (moderado, entre los Puritanos desde 1846, convertido en progresista) el 30 de ene­

rode 1855. 
46 osee, 24 de enero de 1855, Lafuente. 
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Pero Arriaga denunciaba el influjo de esa unión liberal, «esa influencia que está pesan­
do sobre todos los sucesos». Igualmente Heros propone a cambio de esa unión denun­
ciada «la reunión verdaderamente liberal ( ... ) yo quiero que la unión liberal sea una 
religión que tenga propaganda, que adifii11l <t-los..Qeófitos ( ... )>> -lo que fue acogido 
con muestras de asentimiento--47. Lo que intentaban ambos miembros de la comisión 
era proponer algo más amplio que un único partido, algo así como la defensa de la revo­
lución y del liberalismo frente a los enemigos tradicionales y los nuevos. Entre los pO­
meros estarían no sólo los carlistas confesos, sino los que, tras el abrazo de Verga¡a, 
mantuvieron el mismo credo aun cambiando de monarca y uniéndose al Partido Mode­
rado; esos moderados realistas que deberíamos situar fuera de la esfera liberal. Creo 
que hay que entenderlo como un intento de alejar a ese grupo mediante la unión del res­
to de los liberales48. Entre los segundos, claramente, los demócratas. 

La cuestión en estos momentos giró toda alrededor de aceptar o negar la soberanía 
nacional, y ahí se rompió la coalición para la reforma política, esa unión liberal de la 
que se venía hablando. La posición de los moderados sobre ese punto la clarificó como 
nadie el ex moderado Escosura: «Una vez reconocido el principio, dicen, ocultémoslo, 
velémoslo, porque de no hacerlo así, su aplicación puede tener consecuencias funes­
tas», concluyendo que «el partido moderado ( ... ) no niega ningún dogma liberal, pero 
que jamás ha concedido la aplicación de ningunO»49. 

LA SOBERANÍA NACIONAL Y LA SANCIÓN REAL. LA REVOLUCIÓN Y LA HISTORlA 

El 13 de enero de 1855 se presentaron las bases de la Constitución, y es significa­
tivo que el gobierno pidiera expresamente que la cuestión de la sanción real, base 16, 
pasara a discutirse inmediatamente después de la primera, la que establecía que «todos 
los poderes públicos emanan de la nación, en la que reside esencialmente la soberanía». 
Los demócratas se opusieron a ese orden sin ningún resultado. Así quedaban intrínse­
camente unidos los temas de la soberanía nacional y la sanción regia. 

La 16 establecía, sin ningún tipo de limitación, que «el Rey sanciona y promulga las 
leyes»; no se previó medio especial para reformar la Constitución, y sólo el voto particu­
lar de los miembros de la comisión, Manuel Lasala y Cristóbal Valera, progresistas awn­
zados, hizo que se discutiera y aprobara finalmente. De hecho el gobierno había conveni­
do en que la sanción del Rey «era y debía ser cuestión de Gabinete»50. A pesar ello, fu 
Rosas presentó un poco exitoso voto particular contra las deducciones que se hacían en el 

47 DSCC, Arriaga el 24 y Heros el26 de enero de 1855. 
48 Sobre la parte del Partido Moderado no liberal me referí en «Isabel II y la Monarquía en el conteDO 

del liberalismo post-revolucionario. Una necesaria renovación historiográfica», en Ayer, núm. 56. Madrid, 
2004. Espina y Capo refleja muy bien esa idea de que tras el abrazo de Vergara fueron los carlistas infilba. 
dos los que dieron carácter al Partido Moderado, resumido en el estribillo de los carlistas, «Si vence eri_ 
seremos hermanos; si vence don Carlos, seremos los...amos», por lo que tras el convenio de VergaraCOlJC!a. 
ye: «Reina, más desdichada que culpable ( ... ) los terribles anatemas de los clericales ( ... ) fueron los verda­
deramente culpables de su caída»: Notas, cit. págs. 388-392. 

49 DSCC, Escosura de 30 de enero de 1855. 
51) DSCC, 19 de enero de 1855, Aguirre, Ministro de Gracia y Justicia. 
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fIU)'eCto de esa declaración de soberanía nacional-puesto que el principio nadie se atre-
1iaadiscutirlo- que, según él, atentaban a la dignidad del poder Rea151 • 

Fue Ríos Rosas, el miembro moderado de la Comisión, quien abrió la discusión 
más significativa para situarnos con claridad ante la postura de los diferentes partidos 
mspecto a la evolución que podría permitirse el sistema político. Quedó establecida la 
4istinción, por un lado, entre los liberales que se asociaron a la Monarquía y a los pode­
D constituidos, y los demócratas que encontraban su vía de avance en el reconoci­
miento y desarrollo con todas las consecuencias de la soberanía nacional y los poderes 
amtituyentes. Pero, a la vez, quedó rota la unión liberal entre progresistas y modera­
D al no ponerse de acuerdo en el alcance de esos poderes constituyentes. 

La discusión se centró en distinguir el principio de su aplicación. Si nadie osó negar 
tJ principio, la mayoría reconoció que su aplicación debía llevarse a cabo por los pode­
D constituidos, siendo uno de ellos la Monarquía. A partir de ahí, la comisión, reflejo 
cle esa unión liberal que se denunciaba, procuró demostrar que el principio de la sobera­
aia nacional no era incompatible con la sanción real-no lo había sido en 1812- y que 
lObas conjuntamente garantizaban la efectiva separación de poderes y evitaban el peli­
gro de Convención o tiranía de un solo poder. El argumento estrella fue que la soberanía 
nacional podía amparar desde la tiranía hasta la democracia absoluta -siempre presen­
le el ~emplo de Francia, en 1793 o en 1848-1851- y, por ello, era preciso situarse en 
111 espacio intennedio «arreglado a los deseos de la Nacióll», que Lafuente sitúa entre la 
democracia pura -poder absoluto de la Nación ejercido directamente-- y la monarquía 
pma -poder exclusivamente en el Rey a modo de Gobierno mixto--. La nación no per­
ella la soberanía, pero la delegaba en los poderes establecidos52. 

Este sentido de delegación que podía justificar el sufragio censitario es lo que no 
aceptaban los demócratas, que querían un poder legislativo más independiente del eje­
cutivo y más activo. Denunciaban que con las prerrogativas de la Corona de disolver 
libremente, de sancionar, y con la existencia de dos Cámaras, la soberanía nacional 
«está bajo los pies de la autoridad Real», que se la niega de hecho. Si en 1837 se había 
estado de acuerdo en estas cuestiones básicas, ahora, la presencia de los demócratas 
vuelve a sacar a la luz una discusión ya antigua, remontándose incluso a 181253 . 

Ves que desde 1812 la declaración de la «soberanía nacional» se ha de interpretar 
como capacidad de cambiar la forma de gobierno, excluyendo al Rey de la reforma 

II Dsee, 13 de enero de 1855, voto particular de Ríos Rosas, en apéndice segundo. Aludia concreta­
mente a la Diputación Pennanente y su capacidad de reunir Cortes en ciertos casos sin real convocatoria, y 
al «SUfiagio directo universal jamás usado entre nosotros» para elegir las instituciones locales», lo que haría 
que el sistema «se asemejará grandemente a una federación de Repúblicas». Finalmente sólo la apoyaron 18 
diputados; entre ellos Cánovas, Nocedal, Moyano y Castro. 

l2 DSee, Lafuente el 24 y Heros el25 de enero de 1855. La convivencia procedia desde 1812, enton­
ces la mayoría de los liberales -aunque no Toreno- creían que no contradecía en nada a la soberanía nacio­
aal. Pérez de Castro decía que era la consecuencia lógica del Gobierno monárquico querido por la nación: (<un 
poder comunicado por la nación». Véase «El papel de la Monarquía en el desarrollo constitucional europeo. 
dcaso español.. .», cit. Ya Borrego decía en los años 30 que «el veto absoluto a favor del monarca» junto 
coootrosaspectos «eran dogmas admitido~or los progresistas», siendo la Constitución de 18371a materia­
lización del acuerdo en el modelo liberal: Á.Thrie,-«El--IDodelo liberal español», REP, núm. 122,2003. 

l3 osee, 23 de enero de 1855, Bueno. García López el 25; se recuerda especialmente a Muñoz Torre­
ro. Puede verse todo el proceso y discusiones en la Francia de las Cartas: L. Lacché, «Constitución, Monar­
quía, Parlamento ... », cit. 
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constitucional. Y de ahí querían tirar los demócratas para sacar las últimas consecuen­
cias del reconocimiento explícito de ese príncipio; de ahí partía también la tradicional 
reticencia de los moderados a incluirlo en la letra constitucional, para evitar discutir la 
Monarquía. Es el caso materíalizado en Cañova1'i ~o de Ríos Rosas-, quien niega 
«la oportunidad de consignarla ( .. . ) en el Código Fundamenta!», en la línea, aunque ya 
más reticente, del precedente de Aner en Cádiz respecto a una de sus consecuencias 
básicas: el cambio de forma de gobierno. El enfrentamiento entre moderados y progre­
sistas se produjo en el tema de la sanción real de la Constitución. El argumento de los 
primeros era que ya no había lugar a procesos constituyentes primigenios, donde poder 
decidir las Cortes por sí mismas y, por tanto, no era necesario ni deseable que las Cons­
tituciones establecieran como base el famoso principio que, por otra parte, no discutían54• 

Se observa en los moderados el esfuerzo por teorizar lo difícilmente teorizable, ya 
que era cuestión de política práctica; esto es, el intento de desligar la soberanía nacio­
nal de sus posibles consecuencias y dejarla encerrada en unos límites aceptables por un 
liberalismo moderado que no quería seguir avanzando políticamente. Entienden que el 
principio de la Soberanía nacional es demasiado amplio en sus consecuencias y buscan 
argumentos que pretenden irrefutables, como la historia, las instituciones tradicional­
mente admitidas, buscando establecer una teoría que lo avale, como la del consenti­
miento, basándose en la conjunción de teoría y práctica. También se acude a la prácti­
ca desde 1837, recordando Ríos Rosas que entonces Olózaga «no adoptó enteramente 
el principio de la soberanía nacional, tal como antes se había adoptado en la de 1812», 
pues habló, efectivamente, de «la soberanía a la inglesa», es decir, de los poderes cons­
tituidos. La idea era que el principio por el que se hace la Constitución no debía estar 
dentro de ella para no estar deshaciéndola constantemente. El principio de la soberanía 
nacional, que sirve para luchar contra la tiranía, ya no ha de servir en la vida constitu­
cional. Pero Olózaga cree necesario alejarse de estos principios exagerados y acusa al 
moderado de que, no aceptando la teoría del derecho divino, tampoco quiere aceptar la 
de la soberanía nacional porque, fundamentalmente, «no admite el poder de las Cortes 
Constituyentes de hacer y sancionar por sí mismas la Constitución del pueblo espa­
ñol»55. También Nocedal ofrece una alternativa al principio de la soberanía nacional 

54 La idea moderada de soberanía la habían diseñado desde sus lecciones en la cátedra de Derecho Polí­
tico Constitucional del Ateneo de Madrid, Alcalá, Donoso y Pacheco, lo que provocó el surgimiento de un 
<<Ateneo progresista» donde dictaba el curso de Política Constitucional Joaquín Maria López desde diciem­
bre de 1840: A. Garrorena Morales, El Ateneo de Mdrid y la teoría de la Monarquía liberal (1836-1847), 
Madrid, IEP, 1974. Ya Aner en las Cortes gaditanas sostenía que la capacidad de darse la fonna de gobierno 
que conviníeran «le pertenece en un caso extraordinario y de utilidad conocida, sin necesidad de expresarse: 
en este artículo»; es un principio que «sólo un suceso extraordinario y una larga serie de años puede hacerlo 
posible»: en mi artículo «El papel de la Monarquía en el desarrollo constitucional europeo: el caso espa­
ñol.. .», ob. cit. 

55 DSCC, Ríos Rosas el 29 de enero de 1855; recuerda el enfrentamiento de Olózaga y Sancho en ISSI 
por la misma razón. Más adelante Castelar acusó a Olózaga de ser el que, tanto en 1836 corno en 1854 y 
en 1869 inclinara la balanza hacia las sol uciones conservadoras, al estar situado entre éstos y los demÓCl3laS: 
«¿Quién era el árbitro, quién estaba en medio, quién podía decidir entre las soluciones democrática y con­
servadora? El señor Olózaga; y ( . . . ) como siempre, ha inclinado la balanza del Partido Progresista a favorde 
las soluciones conservadoras» (Castelar en el Congreso el 9 de abril de 1869). Para la idea de país constituiOO 
y la «soberanía a la inglesa» defendida por Olózaga ya en 1837, sosteniendo el veto y la falta de fónnula revi­
sora de la Constitución, «El papel de la Monarquía en el desarrollo constitucional europeo ... », ci~ nota 45. 
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fIC, dice, es (<peligrosa, falsa según nuestros principios y según la aplicación de vues­
lIIBideas»-les dice a los progresistas-o Frente a ella proclama la «omnipotencia par­
llDentaria», puesto que «reside en las Cortes con el Re)'». 

Cánovas, aunque reconocido tradicionalmente su pragmatismo, es de los que de­
fienden la postura extrema de que la misma Constitución pase a la sanción regia. 
Como nadie, este político llevó a sus últimas consecuencias el terror al principio mis­
., de la soberanía nacional; tuvo ocasión de hacerlo por su protagonismo en la Res­
llUración de la Monarquía en 1874, y la formación de la Constitución de 1876, no 
llbitiendo que se discutiera la Monarquía. Reconoce que la unión liberal, que se 
lIbía hecho «sobre la Monarquía», por el peligro de la institución, la rompe la dis­
cusión sobre la soberanía, por lo que quiere terminarla rápido. Quiere salvar esta 
_ presentando al grupo monárquico constitucional frente a los absolutistas y la «escue­
Ia( ... ) que se llama democrática, degenerada ya en republicana, destinada a ser, no 
damente republicana, que es cuestión de forma política, sino social». Por eso, dice, 
la cuestión de la soberanía, dentro del grupo monárquico-constitucional --<<la escuela 
constitucionab>-, no puede tener sino «pequeñas disidencias sin ninguna con se­
QlellCia política». Pretende reconciliar el principio filosófico de la soberanía nacio­
aa1--{(¿cómo hemos de negarlo?>>- y la práctica de la soberarua compartida, de la 
teoría del consentimiento, que es la que justifica el propio sufragio censitario, pues­
"que los diputados lo son por el voto de 400.000 electores frente a 15 millones de 
apañoles56. Esa representación tan restringida abre el campo al papel de la Mo­
llllqUÍa como representante del interés general del pueblo, tal y como defendían 
escritores liberales conservadores franceses -Fonfrede, Pepin- y tal y como defen­
deráél mismo en la Restauración. Es decir, los conscientes política y socialmente eli­
gen a sus representantes, pero la masa restante sólo debe ser representada por el Tro-
00, debe estar todavía en un nivel inferior, preliberal. Por ello pide, junto con Ríos 
Rosas, que la Constitución pase a la sanción regia: «Creemos en la delegación coetá­
nea, en la soberanía nacional del Trono con las Cortes ( ... ). Éste es nuestro sistema 
necesario ( ... ) sin esto, nosotros, monárquicos constitucionales, estamos sin base 
segura, sin cimiento estable». Es un argumento de conveniencia política, de práctica 
necesaria para los monárquicos, y así lo reconoce. Respecto a la principal conse­
cuencia de la soberanía, el sufragio universal, opina lo mismo que Ríos Rosas res­
pecto al peligro de tiranía y anarquía, y entiende que puede ser fácilmente desechada 
por los liberales por la falta de ilustración y el desconocimiento de sus deberes de la 
mayoría, lo que fue siempre en él un argumento de peso, sin que se le conozcan gran­
des proyectos para solucionar tan grave problema57 . 

l6 En la Francia de Luis Felipe la relación era de 240.000/34 millones (y 57.000 elegibles) ---en la 
Segunda República 9 millones-; cfr. Joumal Historique de la France, cit., págs. 2 I O y 2 I 4. El Dictionnai­
rrConstit/utionnel dirigido por O. Duhamel y Y. Mény (parís, PUF, 1992) habla de menos de 200.000 elec­
~pág. 641. 

57 «Tener un cuerpo electoral limitado:qtie { ... ).nombrase su representación, y que para la inmensa 
mayoría de la nación hubiese otra representación ( ... ), en España por mil circunstancias la representación de 
csainmensa mayoria de la Nación, desheredada por el sufragio, era el Trono»: Cánovas en DSCC, 30 de ene­
JOde 1855. Los escritores franceses en L. Lacché, «Constitución, Monarquía, Parlamento ... », cit. , pág. 536. 
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En este tema los progresistas se situaban entre moderados y demócratas, dicien<kl 
Sancho que «la Constitución no ha de ir a la sanción de S. M.», mientras que Lafuente 
defendió el «supremo derecho que tienen las sociedades para darse la forma de gobier­
no que creen más conveniente»; se l1!é!!.erializaba así la falta de acuerdo en la propia 
comisión en este aspecto básic058. - .......... 

Fue del gobierno mismo de donde surgió la más eficaz defensa de la autonomía de 
las Cortes Constituyentes frente a la Corona. El ministro de Estado, el anciano Luzu. 
riaga, retomó el asunto con gran habilidad y pareció pacificar la discusión ~estacan­
do que todos están de acuerdo en la necesidad del Gobierno parlamentario-; defendió 
el aspecto práctico de la soberanía nacional --o popular, que utiliza indistintamente-, 
frente a los que lo calificaban de mero principio filosófico, recordando que «reservaa 
sólo las Cortes Constituyentes la sanción de la Constitución», y lo sostuvo porque 
«sería dar a lo que va a recibir vida de esa Constitución ( ... ) un medio de intervenir y 
de contribuir a su propia formación». También recurrió al momento fundacional de la 
Monarquía constitucional española, y retomando las teorías pactistas, recordó que fue 
«la Nación reunida en Cortes ( ... ) (la que) llamó a la dinastía» como primer acto de la 
soberanía nacional, otorgando «legitimidad a la dinastía actual ( que) por un acto volun­
tario de su padre, había perdido el derecho a la Corona». 

Los demócratas encuentran la ocasión adecuada para destacar las contradicciones 
de los liberales y su política común de miedo y conservadurismo. La razón nos la da 
con meridiana claridad Gil Sanz: «Es porque cada principio es el origen de una serie de 
leyes, y los que no están conformes con la soberanía del pueblo no pueden admitirla 
como principio ni dejar que se consigne, temerosos de que ha de irse desenvolviendo 
en leyes arregladas a su espíritu». Es decir, si bien no se puede oponer teóricamente olla 
soberanía a la nacional (<<ni el principio bárbaro y feudal del derecho patrimonial en la 
institución y en la trasmisión de la Corona, ni la doctrina impía del derecho divino en 
el origen», dice el propio Ríos Rosas), sí puede decidirse si ha de regir radicalmente o 
no la construcción política59. Por eso los engloban a ambos en los viejos partidos. Quie­
ren prescindir de esa evolución moderada de los principios liberales, volviendo al ini­
cio de la época constitucional, a la refundación liberal que, según ellos, se habría traicio­
nado con las nuevas Constituciones desde 1837. Superan incluso aquel modelo al 
sostener que el Rey no debería tener siquiera sanción --que lo tuviera entonces lo jus­
tificaron por las circunstancias-o Planteada así la discusión, el tema de la soberanía 
nacional tomó caracteres de lucha entre Monarquía y República, y Ríos Rosas denun­
ció que la defensa del reconocimiento de la soberanía nacional en la letra constitucio­
nal tenia un fin republicano, advirtiendo a todos los monárquicos, dirigido a los pro­
gresistas, que no era consecuente apoyarlo: «Los republicanos saben lo que quieren y los 
monárquicos no lo saben» . Sólo los monárquicos que tienen clara esta situación, dice, 
(<no quieren ese dogma y no lo reconocen» porque sería reconocer «el sufragio univer­
sal» que «en una Nación grande es una mentira, es una iniquidad, es una catástrofe» 

58 DSCC, Escosura se refiere a Cánovas el 3 de febrero. Sancho el 27 de enero de 1855. La «incomodi­
dad doctrinal del progresismo», su «atenazante imposibilidad de avance» hacia un «socialismo utópiCOllo 
hacia la defensa del sufragio universal en el contexto ideológico posrevolucionario que favorecía a los mocJo. 
rados: Garrorena Morales, El Ateneo, cit., págs. 186 y sigs. 

59 DSCC, Gil Sanz el23 de enero de 1855. 
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porque «es la fuerza numérica la fuerza bruta sobrepuesta a la de la inteligencia, de la 
capacidad y de la ciencia», concluyendo categóricamente que «la dictadura es la hija 
oecesaria del sufragio universal». Y, de nuevo, vuelve al peligro de la anarquía y el des­
potismo caracterizados por las Asambleas únicas, revolucionarias, o Napoleón. 

Pero en el rechazo del sufragio universal también coincidían moderados y progresis­
las, y así se manifiesta en la comisión60. Ésta respondió a los demócratas con un argu­
mento que podría suscribir Cánovas: «No comprendo --dijo el esparterista Heros- el 
l1fiagio universal. Menos ( .. . ) en mi país, compuesto en su mayoría de labradores igno­
rantes( ... ). ¿Iremos a imponerles la obligación de representar al país y de venir a dictar 
las leyes para gobernarle, a los que no se puede encontrar fundamento ni apoyo racional 
en sus decisiones?». Ésta es otra razón que lleva a los demócratas a reivindicar las ven­
lajas de 1812 sobre el modelo iniciado en 1837; con el primero, aunque indirectamente, 
todos participaban de las elecciones, mientras que, en el modelo alternativo, con sufra­
gio directo y censitario, recordó Orense, el propio «Jesucristo no hubiera podido ser ciu­
dadano e1ectoD>, repitiendo una frase dicha en la Asamblea francesa61 • Los demócratas, 
001lIO excluidos de este <<pacto», intentaban separar a progresistas y moderados para 
lIn\erSe a los primeros y que no entraran en el juego de la unión liberal. Lo hace Ordax 
retomando la denuncia de Olózaga sobre el disfraz que ponían los moderados a la sobe­
tanía de derecho divino, y criticando la debilidad progresista que llega hasta «mutilaD> la 
lJberanía». Destaca que la unión de «las dos grandes antiguas escuelas» lo es sólo «en 
las negaciones, no están conformes en ninguna afirmación». 

Finalmente esta Constitución no fue remitida a la Corona para su sanción. Pero el 5 
I'e febrero se aprobó el veto absoluto por 130 votos frente a 107, en una discusión muy 
reñida. 

CoNCLUSIONES 

Sabido es que el modelo parlamentario tomado del ejemplo inglés y pasado por la 
m ión francesa para adaptar la Monarquía a la Constitución, exige transacción, buenas 
maneras, como diría Ríos Rosas, y concordia62; es decir, dar por admitido filosófica­
mente el principio de la soberanía nacional y practicarlo de acuerdo con las necesida­
des de la Monarquía: compartiendo el ejercicio entre el Rey y las Cortes, al modo del 
Rey en el Parlamento inglés y del diseño teórico del modelo que hizo Constant. 

60 Parece que la justificación más común era el temor al triunfo carlista y el avance de las nuevas doc-
1Iinas: Kiernan, la revolución de J 854, cit., 109-110. 

61 DSee, García López por los demócratas y Heros por la Comisión el 25 de enero de 1855; Orense 
d 26. Siempre en cifras redondas, en el sistema gaditano, de 10,5 millones de habitantes, eran electores en 
¡rimer grado 3,2 millones; con la ley electoral de 1837, de una población aproximada de 12 millones, lo eran 
250.000, que se redujo con la ley de 1846 a 100.000: J. del Moral, <<Liberales y románticos en la España isa­
belinID), en M. Femández Poza y M. García Pazos (eds.), Actas del encuentro "Fernán Caballero, hoy "», 
¡Igs. 24-26, Ayuntamiento de El Puerto de Santa María, Cádiz, 1998. Para el Bienio, cuando rigió la ley de 
1837, los propios diputados dan la cifra de 1QQ:000 sobre 15 millones, como vimos, pero Kiernan da la can­
tidad de 695.110, basada en datos de P. Madoz efi-[eerero del 56, ob. cit., pág. 109. Lo retoma M. Estrada 
Sínchez, El significado político de la legislación electoral en la España de ¡sabelll, Universidad de Canta­
tria, Santander, 1999, pág. 51. 

61 DSee, Ríos Rosas el 13 de enero de 1855. 
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Pero en la exacerbación en la merma de la soberanía que supone la postura de 
muchos moderados al pretender que incluso la Constitución sea sancionada por el Rey 
es donde se rompe la unión con los prog[.esistas. Ni siquiera Olózaga, a pesar de las acu­
saciones de Castelar, podía admitir en 18-55 Ül'H"etroceso sobre 1837 cuando, incluso 
relegada la soberanía nacional al Preámbulo, quedaba en él reconocida la capacidad de 
las Cortes de decretar y sancionar la Constitución --claro que había una Regencia-. 
Así es que, aunque moderados y progresistas estaban de acuerdo en no hablar del origen 
de la soberanía y sí de su ejercicio, cuando el problema fue planteado por los demÓC13-
tas y los monárquicos más radícales se extralimitaron en su defensa de la Monarquía, los 
mismos progresistas se vieron en la necesidad de distanciarse de esa postura. Los demó­
cratas y los moderados dejaron en una situación insostenible a los progresistas, ofre­
ciendo un panorama en el que lo mejor habría sido el turno de demócratas y liberales 
unidos, si parte de éstos no estuvieran aterrorizados ante tal posibilidad. 

De hecho la discusión constituyente se convirtió en medio para explicar y sustentar 
la doctrina y los miedos de cada partido. Efectivamente, los moderados ya habían 
demostrado en 1845 que querían establecer por principio la soberanía compartida, que 
sólo podía admitirse como práctica por los progresistas: «Una cosa es el principio y otra 
la aplicación», dice Olózaga y, si en el principio disentían en algo, en la práctica esta­
ban de acuerdo, pues su «aplicaciÓn», decía el progresista, estaba supeditada a que la 
Monarquía en España «es tan antigua como su historia conocida, y ha producido esta 
lealtad en nuestro carácter, esta adhesión, este entusiasmo tal, que sería menester cambiar 
las ideas del pueblo» 63 . Parecía una cuestión de detalle que moderados y progresistas 
se pusieran de acuerdo en cuanto al papel de la Monarquía en el liberalismo español: 
imposición histórica o aceptación pactada y práctica; de ello dependía la permanencia 
de esa unión liberal frente a republicanos y demócratas sociales. Sólo la obsesión defen· 
siva de algunos monárquicos y la falta de pragmatismo que denunciaban en los demás 
impidió conseguirla. 

Tantas coincidencias prácticas y la discusión teórica reflejan la difícil situación de 
los progresistas, emparedados entre los moderados y los demócratas, apareciendo 
como los menos consecuentes, o los de más difícil justificación argumental, porque no 
estaban dispuestos a dejar paso libre a la idea democrática, ni social, ni republicana ante 
el muro monárquico moderado64. Mostrándolo así, Nocedal pretende dar el golpe defi· 
nitivo a la defensa teórica de la soberanía, y el I de febrero les advierte: «Estáis vendi· 
dos», preguntándoles qué entienden por nación, «o la entendéis como los demócratas, 
o como 10 entienden los hombres del partido conservadOr», mostrándoles la falta de 
espacio político. 

Además, en esta época se había llegado a ser demócrata pero no decididamente 
republicano pues todavía en los años 40 se era accidentalista. Incluso se concebía aún 

63 Olózaga en DSCC, 29 de enero de 1855. Tiene razón 1. Casanova Aguilar cuando dice de esta Asam­
blea que es <<punto de referencia ineludible para el estudio de la vida parlamentaria decimonónica» y <<pIIl 

hacer la historia de la evolución de nuestras oligarquías políticas ( .. . »), El Bienio Progresista (J 854·J856J. 
Análisis de un intento de modernización institucional, Universidad de Murcia, 1984 (resumen de su tesis doc· 
toral), pág. 9. 

64 El propio Espartero no defendió el Bienio por ver a sus hombres inclinados a la República o al cam­
bio dinástico, y prefirió salvar la Monarquía de Isabel II; D. Sevilla Andrés, «La Constitución de 1854», cit, 
pág. 158. 
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la República en el sentido clásico, como Gobierno orientado al bien de la nación, al bien 
general. Más bien se pensaba en la «virtud republicana», como consecuencia máxima 
de la soberanía nacional, tal y como se entendió desde 1812, como exclusión del Rey 
del momento constituyente. En ese mismo sentido se entendía la petición del conde de 
Reus de una Monarquía republicanizada, como ya se ha visto. No fue sino hasta fina­
Jes del reinado de Isabel 11 cuando se generalizó entre los demócratas la convicción de 
que la forma adecuada era la República. 

Hay que destacar cómo, después de casi 45 años de historia liberal, se seguía dis­
cutiendo sobre algo tan básico como la delegación del poder o, al menos, sobre lo que 
esa delegación implica respecto a las consecuencias de la soberanía nacional: es decir, 
soberanía nacional sí pero no ejercicio permanente, sino delegación de la misma en 
poderes establecidos constitucionalmente que comparten su ejercicio: es la base de la 
1an mencionada soberanía compartida, tradicionalmente interpretada por la historiogra­
fia como algo distinto al sistema parlamentario, y, sin embargo, base primera del mis­
mo en su primera época65 . 

En países como Bélgica la soberanía compartida era un hecho pero no un derecho, 
es decir, los poderes funcionaban en un equilibrio de fuerzas que hacían que unos se 
limitaran a otros, pero no se intentaba teorizar sobre ello puesto que no alarmaba tan­
to el principio de la soberanía nacional; en Francia y en España se convirtió en un pro­
blema teórico por el extremado celo del partido más conservador, de los monárquicos 
más radicales y por la excesiva práctica constituyente. La Francia de las Cartas se 
caracterizó por su ambigüedad en torno a la legitimidad y el ejercicio de la soberanía66. 

En España el conflicto se materializó con la Constitución de 1845 yen 1854-1856 salió 
abiertamente a la luz: se quería eliminar de la vida ordinaria la soberanía nacional. 
Nadie se atrevía a negarla como origen de los poderes, pero los más conservadores 
quisieron bloquear toda posibilidad de su uso imponiendo lo que era una práctica polí­
tica, el ejercicio compartido del poder tras la elaboración de las Constituciones pos­
revolucionarias, en una teoría que llegaba incluso a la propia formación de la Consti­
tución. Ése fue el origen del fracaso de la unión liberal, a pesar de que desde 1837, 
como mínimo, estaban de acuerdo progresistas y moderados en el funcionamiento de 
los poderes, y ése fue el origen del fracaso mismo del Bienio. No se aceptaba que la 
Monarquía se discutiera ni se votara, y no se quería ninguna Constitución que surgie­
ra con esas bases. Se había advertido ya en la reforma de 1845, y ahora volvió a fallar 
por la misma base. Mientras en 1837 Olózaga hablaba de «soberanía a la inglesa» y se 
ponían las bases comunes del liberalismo de orden, en 1855 el intento de los más con­
servadores de llevar a la Reina la sanción de la Constitución rompió la pretendida uni­
dad. Ello a pesar de que la propia Comisión no quería ir más allá de lo establecido en 
la primera base, como decía Martín de los Heros: «¿Qué puede decir la Comisión, más 

65 La idea de Gobierno parlamentario como moderación de la revolución y soberanía compartida ... en 
su ejercicio ya la traté en diversas ocasiones: «El modelo liberal español», en Revista de Estudios Políticos 
(REP), núm. 122, diciembre de 2003; «Monarquía Constitucional y Gobierno Parlamentario», en REP, 
DUm. 106, diciembre de 1999; «La M~quia· Genstitucional. Temía y práctica política», en 1. Tusell , 
Á. Lario y F. Portero, La Corona en la historia de España, Madrid, Biblioteca Nueva, 2003. 

66 La comparación del caso francés y belga en Lacché, «Constitución, Monarquía, Parlamento . . . », cit. ; 
especialmente apartados 7 y I I . 
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que lo que ha dicho, esto es, que todos los poderes públicos derivan de ella (la 
nación)?»67. 

Los moderados y progresistas, de acuerdo en la limitación práctica de la soberanía 
nacional, incluso del veto absoluto derIt'ey,--nQjQgraron ponerse de acuerdo en los 
poderes de las Cortes Constituyentes, por encima o con el Rey. La cuestión monárqui­
ca dividió a los propios monárquicos, por la exacerbación de monarquismo, es decir, de 
autodefensa, de los más conservadores. Pero hubo algo más; esto es la tremenda con­
tradicción de que a mitad del XIX no se tomara el avance de 1812 del veto suspensivo, 
de que se justificara incluso la presencia del Trono por las carencias del Pueblo, con lo 
que se asumía, para el futuro, que la Monarquía se justificaba y venía a oponerse a la 
Democracia; incluso, deduciendo más, que los monárquicos nunca llegaran a estar inte­
resados en la emancipación de la población, porque entonces dejaría de tener sentido la 
Monarquía. Fue un momento de gran importancia y no muy afortunado por parte de los 
«defensores» a ultranza de la Monarquía. Por eso decía el demócrata Gil Sanz: «Tanto 
afán por consolidar el Trono ¿no puede hacer creer a algunos que el Trono está con­
movido, que está amenazando ruina? ( ... ) Nada daña tanto como las exageraciones de 
los mismos que se titulan arnigoS»68. 

Si bien ya no hay entre los moderados un Donoso o un Balmes que defiendan el 
modelo de Monarquía «puramente» constitucional, lo cierto es que los progresistas más 
avanzados creen conveniente recordar las características básicas del modelo de Gobier­
no parlamentario, pues, «aunque no esté escrito en ninguna Constitución, es un princi­
pio admitido por los mejores publicistas y acatado en los países en que no se ha falsea­
do y adulterado el gobierno representativo, que ( . .. ) los Consejeros de la Corona, los 
Ministros responsables deben salir de la mayoría de la Cámara popular, o estar sosteni­
dos y apoyados por éstm69. Y es que a su lado, con las nuevas corrientes democráticas, 
se renueva el temor al ejecutivo de la primera hora liberal y se pide -lo recoge Oren­
se- una Milicia Nacional al lado de la Diputación permanente -que no recogía la 
Constitución de 1837 y que recogerá la del 56- para defensa del legislativo. Tras el 
acuerdo que supuso el modelo posrevolucionarío, los demócratas vienen a romper la 
pretendida armonía entre los poderes, concibiéndolos todavía enfrentados, que es lo 
que se había intentado evitar con la moderación del modelo político, aunque no, cierta­
mente, con la práctica política. 

67 Oíaz Cid, de la comisión de reforma de la Constitución, en 1844 estableció como una de las causas 
de la misma el que el Poder Real había quedado por debajo del poder legislativo durante la minoría: Á. Lario, 
<<El papel de la Monarquía en el desarrollo constitucional europeo: el caso español», cit. 

68 Oemócrata que en el 68 dirá que esta Constitución estaba dominada por un espíritu excesivamente 
doctrinario, por el dominio del Trono, y que defenderá entonces lo que ahora desecha, el Senado, la pena de 
muerte: OSCC, 5 de febrero de 1855. 

69 OSCC, 13 de enero de 1855, voto particular de Manuel Lasala y Cristóbal Valera, apéndice segundo. 
pág. 1350. 
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